El cambio de demanda by Panizo, S. (Santiago)
El cambio de demando 
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En Madrid, en la sede del Tribunal de la Rota de la 
Nunciatura en España, a veinte de noviembre de mil 
novecientos setenta y seis. 
El Turno Rotal designado para conocer en la apela-
ción del Decreto de fecha 28 de mayo de 1976, del 
Tribunal Eclesiástico nro. 3 de los del Arzobispado de 
Madrid, y constituido por el Ilmo. y Rvdmo. Mons. San-
tiago Panizo Orallo, como Ponente; y los limos. y 
Rvdmos. Mons. Juan José García Failde, Decano y 
Don Francisco Cornejo, como Auditores de turno, 
Resuelve: 
l. LOS HECHOS 
a. A. presentó el día 23 de enero de 1976 ante el 
Tribunal Eclesiástico de M. demanda de separación 
contra su esposa B. 
B., a su vez, reconvino a su marido por los títulos de 
adulterio, grave peligro para el alma y sevi-cias el día 
8 de marzo de 1976. 
A., por su parte, el 18 de marzo de 1976 presenta al 
Tribunal escrito ampliando la demanda inicial, -agre-
gando a la ya alegada» (causa) de sevicias, la causa 
de adulterio por parte de la esposa demandada •. En el 
escrito de ampliación, los hechos se presentan así: -la 
esposa demandada mantiene relación adulterina con 
C., vecino de M., domiciliado en .. . El adulterio de la 
esposa no ha sido ni consentido ni causado ni condo-
nado ni compensado por mi mandante». La parte de-
mandada se opone a la ampliación de la demanda. 
El Tribunal, por decreto de 8 de mayo de 1976, admite 
la ampliación de la demanda presentada por el es-
poso. 
Manifiesta la esposa su oposi-ción al Decreto e inter-
poñe recurso de apelación, que es rechazado mediante 
decreto de 28 de mayo de 1976, por el cual el Juez 
determina no haber lugar a -la apelación contra el an-
terior decreto. La esposa promueve entonces cuestión 
«de jure appellandi». 
b. Por escrito de fecha 1 de julio de 1976 la espo-
sa prosigue ante N. Tribunal la cuestión planteada: 
incidente . de jure appellandi» sobre ampliación de 
demanda. Constituido el tumo rotal correspondiente 
en fecha de 6 de julio de 1976, se celebra la primera 
sesión de Tribunal el día 15 de septiembre del mismo 
año. En dicha sesión se acuerda pedir informe al Ilmo. 
Sr. Promotor de la Justicia de N. Tribunal. 
Emitió su dictamen el Fiscal con fecha de 9 de no-
viembre de 1976, concluyendo que procede admitir la 
apelación presentada por la esposa contra el Decreto 
del Tribunal de M., de fecha 8 de mayo de 1976; que 
procede revocar el decreto de 8 de mayo de 1976 por 
el que se admite la ampliación de demanda presen-
tada por parte actora. 
/l. EL DERECHO 
Dos tem'as jurídicos fundamentales se ponen a debate 
en el presente incidente: a) la apelabilidad del Decre-
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to del Tribunal de M., de fecha 8 de mayo de 1976; 
b) la ampliación de la demanda en el caso presente 
tanto en lo que se refiere al tiempo de la misma 
como en lo que atañe a su cfumus juris. o fundamento 
de la misma. 
a) Cuestión de apelabilidad de Decreto o sentencia 
interlocutoria. 
El can. 1.880, nro. 6, determina que no cabe apelación 
«del decreto del Juez o de la sentencia interlocutoria 
que no tenga valor de definitiva ». cA sensu contra-
rio», por tanto, ha de admitirse que será apelable el 
decreto y lo será la sentencia interlocutoria que tenga 
.vim defintivae sententiae». 
Viniendo a matizar cuándo un decreto o sentencia in-
terlocutoria tiene «vim definitivae», los ·criterios no 
se encuentran marcados con precisión en los textos 
legales vigentes. Han de deducirse, por tanto, del valor 
y trascendencia que la resolución interlocutoria pre-
senta de cara a la cuestión fundamental debatida en 
el pleito. 
.Signanter autem sententia interlocutoria dicitur ha-
bere vim definitivae ubicumque iIIa parat praejudicium 
negotio principali.. . Mixta dicitur sententia interlocu-
toria quae parat damnum irreparabile per definitivam» 
(P. Ridolphini, Praxis recentior. De ordine procedendi 
in judiciis in Romana Curia, P. 111, c. 2, nros. 102, 106, 
109; Venetiis, 1.696). La resolución. que crea un per-
juicio al asunto principal que no puede ser reparado 
por la sentencia definitiva, tendrá por tanto «vim de-
finitivae •. 
Reiffenstuel (en Jus Canonicum Universum, vol. 11, Lib. 
11, tito XXVII; edic. Venetiis, 1.760) trata con detalle de 
la sentencia interlocutoria «habens vim definitivae» y 
se plantea el punto de «unde cognosci possit senten-
tiam interlocutoriam habere vim definitivae». Expresa, 
analizando el concepto, que la sentencia interlocutoria 
con fuerza de defintiva «illa est, quae qUidem causam 
principalem non definit, eam tamen ferme dirimit-. 
En cuanto a la determinación de los signos revelados 
de la sentencia interlocutoria con fuerza definitiva, 
presenta los siguientes: a) .quando post ipsam non 
speratur alia ferenda sententia in eadem instantia, ea 
quod ipsi finemimponat ... Talis est sententia qua judex 
interloquendo pronuntiat aliquos non posse vel non 
potuisse de jure appellare ... talis etiam est sententia 
absolutoria ad observatione judicii vel qua judex pro-
nuntiat appellationem esse desertam; quia per talem 
quoque sententiam finitur instantia; b) omnis illa sen-
tentia per quam definitur unus articulus causae prin-
cipalis dicitur habere vim definitivae», V. gr. un juez 
se pronuncia sobre la edad de un menor y esta de-
terminación le priva del derecho a la restitución -in 
integrum»; e) «sententia interlocutoria per quam ex-
pirat officium judicis... interloquendo pronuntiat se 
non esse competentem - ; d) -illa per quam admittitur 
vel reiicitur exceptio peremptoria .; e) .quae continet 
aliquid dari vel fieri a parte habet vim definitivae o. 
Fuera de la exposición de los criterios determinantes 
de la interlocutoriedad con fuerza definitiva, señala 
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Reiffenstuel algo que puede ser considerado elemento 
definitor con valor general: es simplemente interlocu-
torio en el proceso todo lo que -non omnino finit of-
ficium judiciso, de modo tal que cabría siempr.e, ~ntes 
de la sentencia definitiva, un ulterior pronunciamiento 
del mismo juez o una inclusión en la definitiva. 
Schmalzgrueber (Jus Ecclesiasticum Universum, vol. 
IV 411 ; edic. Romae, 1.844), tratando de la distinción 
en'tre sentencia interlocutoria simple y sentencia in-
terlocutoria mixta o que tiene «vim definitivae-, dice 
de ésta: -talis est qua judex absolvit partes ab obser-
vatione judicii vel instantiae, qua juramentum purgato-
rium defert parti, qua pronuntiat actorem sufficienter 
probasse intentionem suam, qua dicit se es se incom-
petentem vel contra qua exceptionem peremptoriam 
admittit vel reiicit, etc.». El carácter ejemplificativo de 
la enumeración es patente en la expresión del eximio 
canonista, pero él no ofrece un criterio de aplicación 
general. 
Los autores modernos prácticamente siguen las direc-
trices y criterios anteriores. Así, Roberti (De processi-
bus, vol. 11, pp. 171-172; edic. Roma, 1926) señala que 
se entiende que un decreto o una sentencia tiene fuer-
za definitiva, y por tanto son apelables, cuando o 
.definitivam excludunt» o .definitivam praejudicant». 
Lega-Bartocetti matiza más y precisa que tienen «vim 
definitivae - las siguientes sentencias interlocutorias: 
.quae instantiam perimunt»; .per quam judicis offi-
cium expirat» ; -qua decernitur incidenter de statu per-
sonarum quatenus inde sternitur via sententiae defi-
nitivae »; «si judicia ex officio seu non ad instantiam 
partium, sed adversa parte contradicente deterat jus-
jurandum suppletorium seu purgatorium, uti supra ex-
plicatum est, unde implicite pronuntiat parte m suffi-
cienter probasse suam intentionem si jusjurandum 
praester.; .si quaestio versetur circa aliquam obli-
gationem vel ius reale ... item si interlocutoria inferret 
poenam» (Commentarium in judicia ecclesiastiva, vol. 
11, págs. 930-931; edic. Romae, 1950) . 
En términos generales, a la vista de la doctrina cano-
nística sobre el particular y teniendo en cuenta las 
fuentes del ·can. 1.880 (entre las que se cuenta el 
can. 20 de las Sess. XXIV, de ret ., del Conc. de Tren-
to), cabría decir que es interlocutorio con carác~er 
definitivo en el proceso lo que concluye y termina 
una cuestión de trascendencia tal que con ello se 
alteran sustancialmente los elementos constitutivos 
del proceso, de tal modo que o se prejuzga la senten-
cia definitiva o se altera el contenido que debiera 
tener de acuerdo con el objeto litigioso o se pro-
duce un gravamen definitivo, que no puede ser repa-
rado por la sentencia. 
b) Ampliación de la demanda. 
Dos cuestiones fundamentales se plantean en nuestro 
caso a este respecto: 1) si la demanda puede ser am-
pliada y en qué tiempo y condiciones ; 2) condiciones 
mínimas que debe cumplir para que la demanda pre-
sente . fumus juris». 
SENTENCIA C. PANIZO 20-XI-1976 
1. El cambio de la demanda. Determina el can. 1.731: 
.. después de contestado el pleito: 1.° No es lícito al 
actor cambiar el escrito de demanda, a no ser que 
consintiéndolo el demandado, el juez, por justas cau-
sas, crea que debe admitirse el ·cambio, salvo siempre 
la compensación de perjuicios y costas, si es que 
existen, debida al demandado. La demanda no se esti-
ma cambiada: si se restringe o cambia el modo de 
prueba; si se disminnyen la petición o sus accesorios; 
si las circunstancias del hecho expuesto antes en el 
escrito de tal manera se esclarecen, se completan o 
se corrigen, que el objeto de ·Ia ·controversia perma-
nezca el mismo; si en lugar de la cosa se pide el 
precio, el interés o algo equivalente». 
Cambio propiamente dicho de demanda se produce 
cuando se altera la sustancia de la petición del actor 
o cuando se altera el objeto de la controversia; o, lo 
que es lo mismo, cuando se altera el objeto básico 
inicial. 
En los ordenamientos jurídicos procesales, se admite 
en principio la ampliación de la demanda, pero sólo 
hasta la contestación de la litis. Después de contes-
tada la demanda, únicamente se admiten ampliacio-
nes, modificaciones o adiciones que no alteren sustan-
cialmente el objeto inicial. Esta determinación es muy 
justa y se basa en la necesLdad d.e evitar que tanto el 
juez como el demandado vivan en la incertidumbre y 
en la inseguridad y por imRerativos de un orden pro-
cesal que se conecta incluso con el principio de pre-
clusión. 
En Derecho Canónico vige la misma praxis. El cambio 
de la demanda es posible sólo hasta la contestación 
del pleito. Después de ello, únicamente 'caben modi-
ficaciones sustanciales si el demandado lo consiente 
y el juez lo autoriza. 
2. -Condiciones mínimas que debe cumplir la demanda 
para que tenga «fumus iuris». 
El problema se plantea estrictamente en cuanto a la 
expresión adecuada del objeto litigioso. 
La demanda debe presentar el objeto de la controver-
sia, dice el can. 1.706. El can. 1.708 precisa el con-
tenido del libelo para que pueda satisfacer adecuada-
mente a su fin de suministrar al órgano jurisdiccio-
nallos elementos para la resolución desde el punto 
de vista del actor. Debe, según dicho canon, expresar: 
ante qué juez se introduce la causa, qué es lo que se 
pide y contra quién se pide; indicar, al menos de un 
modo genérico, en qué fundamentos jurídicos se apo-
ya el actor para probar lo que alega y afirma; estar 
firmada por el actor o !por su procurador con la indi-
cación del día, mes y año y el lugar en que el actor 
o su procurador habitan o en el que dijeren residir 
para recibir las notificaciones. 
La demanda es uno de los actos centrales del proce-
so. A través de la demanda se identifica la acción 
que por su medio se ejerce. Determina la conducta 
procesal de la parte actora (en su caso reconvencio-
nal) y en su medida marca los hitos de la resolución 
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judicial que se espera. Ha de contener, por tanto, los 
elementos necesarios para poder ser identificada ade-
cuadamente. Entre esos elementos se encuentra la 
descripción o presentación de los hechos y la califi-
cación ajurídica de los mismos. A este punto concre-
to de la presentación de los hechos se refiere el pro-
blema que en este caso se nos plantea. 
Dos teorías principales han sido formuladas acerca 
de la presentación de los hechos: la llamada de la 
sustanciación, que es la tradicional; y la de la indivi-
dualización. La teoría de la sustanciación exige una 
exposición sucinta y circunstanciada de los hechos 
que sirven de base a la relación jurídica que indivi-
dualiza la acción. La teoría de la individualización se 
conforma con presentar en la demanda la relación 
jurídica que individualiza la acción. 
En Derecho Canónico -afirma Cabreros (Código de 
Derecho Canónico y legislación complementaria, Bac. 
como al can. 1.708)- «no es aceptable la teoría llama-
da de la individualización, por la que se e~presa úni-
camente en la demanda lo necesario para individualizar 
y distinguir la acción que se pretende ejercitar, sino 
que debe seguirse la teoría de la sustanciación, de-
clarando en la demanda los fundamentos de la 
acción». 
No creemos que en Derecho Canónico la aplicación 
de la teoría de la sustanciación deba ser absoluta, 
como no lo es en los ordenamientos civiles y concre-
tamente no lo es en el español. Creemos Que es la 
naturaleza de la relación jurídica que individualiza la 
acción lo que determina los elementos que la deman-
da debe contener en materia de presentación del he-
cho base, aunque bien es verdad que en la demanda 
se han de alegar en todo caso los hechos con la 
amplitud necesaria para calificar la acción y evitar in-
certidumbres e inseguridades. Nos basamos para hacer 
esta afirmación en la poctrina canonística clásica y 
concretamente en el estudio del título «De libelli obla-
tione» de la Summa Aurea del Hostiense (Edic. Vene-
tiis, 1.574): «patet ex praemissis, dice, quod libellus 
debet continere in se causa m seu factum quare pe-
titio fiat»; pero seguidamente analiza la naturaleza y 
condición de las acciones, universales, generales, es-
peciales, reales, ¡personales, ·etc., expresando distintos 
modos de presentación de la demanda en cada caso. 
Toda la doctrina canonística expresa la necesidad de 
aducir la . 'causa petendi» .• Patet ex eo quod reus 
convetus debet ex libello ita de statu causae certior 
reddi ut deliberare possit num cedere on contendere 
velit» (Reiffenstuel, ob. cit., vol. JI, tito 111, nris. 10 ss.). 
Resumiendo: nuestro criterio acerca de este punto 
consiste en que, si bien es verdad que la presentación 
de los hechos en la demanda ha de estar determina-
da con la naturaleza de la relación jurídica que indi-
vidualiza la acción, en todo caso ha de darse como 
mínimo una descripción o relato de las circunstan-
cias fácticas que permita a la parte contraria el ejer-
cicio de los derechos que le corresponden en rela-
ción con las alegaciones del actor y al juez, precisar 
los términos de la cuestión litigiosa. 
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111. APLlCACION A LOS HECHOS 
1. Apelabilidad del Decreto del Tribunal de M. de 
fecha 8 de mayo de 1976. 
A la vista de cuanto hemos indicado en la parte _ In 
jure» sobre este punto, el Decreto en cuestión ha de 
considerarse apelable. Tal decreto, a nuestro enten-
der, tiene -vi m sententiae definitivae •. La admisión 
de un nuevo título de separación, como es el adulte-
rio, altera sustancialmente los elementos constituti-
vos del proceso. Con ella se prejuzga la sentencia 
definitiva en 'cuanto que deberá pronunciarse sobre 
ese nuevo objeto litigioso, sin que al juez le sea dado 
prescindir en adelante del mismo; se altera el conte-
nido de la sentencia, el que debiera tener de acuerdo 
con el objeto litigioso inicial. 
2. El cambio de demanda y si en el caso presente 
puede ser ampliada. 
Dos datos conviene aducir en este punto, tomados 
ambos de los autos: a) en el Acta de contestación 
de la demanda, en el nro. 4, se dice: -Concedida la 
palabra a la parte demandante manifiesta que no 
puede pronunciarse sobre la demanda reconvencional 
en tanto no la haya estudiado, pero que en todo caso 
anuncia ampliación de su propia demanda para lo que 
solicita del Tribunal que se le conceda un breve pla-
zo». En el mO.6 de la misma Acta se añade: -S. Sría., 
atendiendo a la petición de la parte demandante v 
vista la posición del Ministerio Fiscal y no oponién-
dose a ello la parte reconviniente, concede a la parte 
demandante el plazo de ocho días para que presente 
la ampliación de la demanda anunciada •. Por su parte, 
el dem.andado ·concreta su oposición al -capítulo de 
adulterio alegado por el esposo», en escrito de 25 de 
marzo de 1976, con estos términos: .desestimar a 
Iímine dicha ampliación por falta de los requisitos (fu-
mus iuris) necesarios para su admisión en Derecho 
Canónico ; requerir a la parte A. para que, dentro de 
un ~Iazo brevísimo (en evitación de moras nectendas) 
o bien presente nuevo libelo acusatorio fundando de-
bidamente los hechos relativos al adulterio que acusa 
o bien desista definitivamente de dicha acusación» . 
A la vista de la parte -In jure» anterior y de las dos 
referencias inmediatamente anteriores, no cabe duda 
de que la ampliación de la demanda en. el presente 
caso es legítima. Conforme al can. 1.731, Y aun supo-
niendo que la litis estuviera contestada plenamente 
-que no lo está en cuanto a la demandareconven-
cional-, se darían las condiciones legitimantes del 
cambio: el consentimiento del demandado y la autori-
zación del Juez. 
3. Condiciones mínimas que debe llenar la demanda, 
en cuanto a la expresión adecuada del objeto litigio-
so, para que se considere que tiene "fumus iuris». 
A la vista igualmente de cuanto hemos señalado en 
la parte «In jure» de la presente resolución, creemos 
que la presentación que hace ·Ia parte actora de la 
ampliación del objeto litigioso no contiene en grado 
mínimo una descripción o relato de las circunstancias 
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fácticas que permita al demandado una mínima cer-
teza y seguridad sobre los alcances de la pretensión, 
sobre todo en Q.rden a su defensa y actitud procesal; 
y que permita al juez precisar el alcance de la cues-
tión litigiosa y el contenido sobre el que ha de versar 
en su momento la resolución. No basta con decir que 
la esposa ha adulterado; se añade el nombre de la 
persona con quien y su domicilio, pero no se aduce 
ninguna otra circunstancia (de lugar, tiempo, etc.) que 
permita al demandado y al juez una toma de posición 
en cuanto a la defensa y en cuanto a la seguridad 
sobre el alcance de la cuestión litigiosa. En el caso 
del adulterio concretamente las circunstancias pueden 
ser fundamentales en orden a elidir el valor de un 
presunto adulterio en línea de separación ·conyugal. 
Por ello, la petiCión del demandado: que se desesti-
me la ampliación de demanda por falta de requisitos 
mínimos necesarios desde el punto de vista de ·Ia cir-
cunstanciación del objeto litigioso; que se requiera a 
la parte actora, concediéndole plazo breve, para que 
o presente nuevo libelo fundando debidamente los 
hechos relativos al adulterio o bien desista definiti-
vamente de dicha acusación, nos parece completa-
mente puesta ·en razón . 
Por todo ello, los infrascritos auditores de turno re· 
suelven: 
1. El decreto del Tribunal de Madrid, de fecha 8 de 
mayo de 1976, es apelable. 
2. En cuanto al fondo, el cambio y ampliación de la 
demanda en el presente caso está perfectamente le-
gitimado. 
3. En cuanto al fondo también, la presentación que 
hace la parte actora de la ampliación del objeto liti-
gioso no contiene en grado mínimo la descripción o 
relato de las circunstancias fácticas, que permitan 
considerarla dotada de «fumus iuris». Por lo cual des-
estimamos la ampliación de demanda presentada por 
falta de los requisitos mínimos necesarios desde el 
punto de vista de la circunstanciación del objeto liti-
gioso; requerimos a la loarte actora, concediéndole 
plazo de quince días, para que presente nuevo libelo 
fundando debidamente los hechos relativos a la am-
pliaCión del objeto litigioso. En caso de no .presen-
tarse el nuevo libelo dentro del plazo concedido, se 
tendrá a la parte actora por desistida definitivamente 
de dicha acusación y se procederá por el juez infe-
rior en el estadio en que se hallaba la instancia al 
producirse este incidente. 
4. Una vez que se haga firme esta resolución, de-
vuélvanse los autos al Tribunal de su procedencia. 
5. En atención a que, si bien fue la parte demanga-
da quien promovió este incidente, ello fue debido a 
contenido insuficiente de la ampliación de la demanda 
de la parte actora. las costas serán de cuenta Ror 
igual de ambas partes. 
6. A la vista de cuanto antecede, no procede en el 
caso sanción alguna a la parte demandada. 
Notifíquese. 
